
ARTÍCULO 177. EXPULSIÓN DE DOMICILIO. Consiste en expulsar del domicilio por
solicitud de su morador, poseedor o tenedor, a quien reside en el mismo, en contra de su
voluntad, y que haya ingresado bajo su consentimiento, haya permanecido gratuitamente y no
tenga derecho legítimo de permanecer en él.

ARTÍCULO 178. PROHIBICIÓN DE INGRESO A ACTIVIDAD QUE INVOLUCRA
AGLOMERACIONES DE PÚBLICO COMPLEJAS O NO COMPLEJAS. Consiste en impedir
el ingreso a actividad que involucra aglomeraciones de público complejas o no complejas entre
seis (6) meses y tres (3) años, para:

1. Conjurar hechos que atenten o afecten la convivencia.

2. Hacer reconsiderar al infractor sobre la inconveniencia de repetir este tipo de conductas.

3. Interrumpir la comisión de un comportamiento contrario a la convivencia.

ARTÍCULO 179. DECOMISO. Es la privación de manera definitiva de la tenencia o la
propiedad de bienes muebles no sujetos a registro, utilizados por una persona en
comportamientos contrarios a las normas de convivencia, mediante acto motivado.

PARÁGRAFO 1o. Los bienes muebles utilizados en la comisión de los comportamientos
contrarios a la convivencia contenidos en el presente Código, serán decomisados.

PARÁGRAFO 2o. Cuando se trate de bebidas, comestibles y víveres en general que se
encuentren en mal estado, o adulterados, o medicamentos vencidos o no autorizados por las
autoridades de salud, o elementos peligrosos, el inspector de Policía ordenará su destrucción, sin
perjuicio de lo que disponga la ley penal.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Gobierno nacional, dentro del año siguiente a la
expedición de la presente ley, definirá la entidad de orden nacional o territorial responsable del
traslado, almacenamiento, preservación, depósito, cuidado, administración y destino definitivo
de los bienes decomisados por las autoridades y la asignación de los recursos para tal fin, en
razón al tipo de bien decomisado, a la especialidad de la entidad, y la destinación. Los bienes
decomisados podrán ser donados o rematados de conformidad con la reglamentación. En el
marco de esta facultad, el Gobierno nacional podrá considerar la tercerización, contratación y
concesión de dichos servicios. Mientras se expida y toman las medidas para la implementación
de esa ley, las entidades que a la fecha vienen adelantando esa labor, la continuarán realizando y
se mantendrá la destinación actual de dichos bienes.

ARTÍCULO 180. MULTAS. <Artículo corregido por el artículo 13 del Decreto 555 de 2017.
El nuevo texto es el siguiente:> Es la imposición del pago de una suma de dinero en moneda
colombiana, cuya graduación depende del comportamiento realizado, según la cual varía el
monto de la multa. Así mismo, la desobediencia, resistencia, desacato, o reiteración del
comportamiento contrario a la convivencia, incrementará el valor de la multa, sin perjuicio de los
intereses causados y el costo del cobro coactivo.

Las multas se clasifican en generales y especiales.

Las multas generales se clasifican de la siguiente manera:



Multa Tipo 1: Cuatro (4) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 2: Ocho (8) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 3: Dieciséis (16) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 4: Treinta y dos (32) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Las multas especiales son de tres tipos:

1. Comportamientos de los organizadores de actividades que involucran aglomeraciones de
público complejas.

2. Infracción urbanística.

3. Contaminación visual.

PARÁGRAFO. Las multas serán consignadas en la cuenta que para el efecto dispongan las
administraciones distritales y municipales, y se destinarán a proyectos pedagógicos y de
prevención en materia de seguridad, así como al cumplimiento de aquellas medidas correctivas
impuestas por las autoridades de policía cuando su materialización deba ser inmediata, sin
perjuicio de las acciones que deban adelantarse contra el infractor, para el cobro de la misma.

En todo caso, mínimo el sesenta por ciento (60%) del Fondo deberá ser destinado a la cultura
ciudadana, pedagogía y prevención en materia de seguridad.

Cuando los Uniformados de la Policía Nacional tengan conocimiento de la ocurrencia de un
comportamiento, que admita la imposición de multa general, impondrán orden de comparendo al
infractor, evidenciando el hecho.

Es deber de toda persona natural o jurídica, sin perjuicio de su condición económica y social,
pagar las multas, salvo que cumpla la medida a través de la participación en programa
comunitario o actividad pedagógica de convivencia, de ser aplicable. A la persona que pague la
multa durante los cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, se le
disminuirá el valor de la multa en un cincuenta (50%) por ciento, lo cual constituye un descuento
por pronto pago.

A cambio del pago de la Multa General tipos 1 y 2 la persona podrá, dentro de un plazo máximo
de cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, solicitar a la autoridad de
policía que se conmute la multa por la participación en programa comunitario o actividad
pedagógica de convivencia.

Si la persona no está de acuerdo con la aplicación de la multa señalada en la orden de
comparendo o con el cumplimiento de la medida de participación en programa comunitario o
actividad pedagógica de convivencia, cuando este aplique, podrá presentarse dentro de los tres
(3) días hábiles siguientes ante la autoridad competente, para objetar la medida mediante el
procedimiento establecido en este Código.

Una vez liquidadas y comunicadas, si las multas no fueren pagadas dentro del mes siguiente, el
funcionario competente deberá reportar la existencia de la deuda al Boletín de Responsables
Fiscales de la Contraloría General de la República y así mismo deberá reportar el pago de la
deuda.



La administración distrital o municipal podrá reglamentar la imposición de la medida correctiva
de participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia para los
comportamientos contrarios a la convivencia que admitan Multa tipos 1 y 2, en reemplazo de la
multa.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Durante el primer año de vigencia de la presente ley, las
personas a las que se les imponga una Multa General tipos 3 o 4 podrán obtener un descuento
adicional al previsto por el pronto pago de la multa, en un porcentaje del veinticinco por ciento
(25%) de su valor total, siempre y cuando soliciten a la autoridad de policía competente que se
les permita participar en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, dentro de
los cinco (5) días siguientes a la expedición del comparendo.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 13 del Decreto 555 de 2017, 'por el cual se corrigen unos
yerros en la Ley 1801 de 2016 “por la cual se expide el Código Nacional de Policía y
Convivencia”', publicado en el Diario Oficial No. 50.191 de 30 de marzo de 2017.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1801 de 2016:

ARTÍCULO 180. Es la imposición del pago de una suma de dinero en moneda colombiana,
cuya graduación depende del comportamiento realizado, según la cual varía el monto de la
multa. Así mismo, la desobediencia, resistencia, desacato, o reiteración del comportamiento
contrario a la convivencia, incrementará el valor de la multa, sin perjuicio de los intereses
causados y el costo del cobro coactivo.

Las multas se clasifican en generales y especiales.

Las multas generales se clasifican de la siguiente manera:

Multa Tipo 1: Cuatro (4) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 2: Ocho (8) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 3: Dieciséis (16) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Multa Tipo 4: Treinta y dos (32) salarios mínimos diarios legales vigentes (smdlv).

Las multas especiales son de tres tipos:

1. Comportamientos de los organizadores de actividades que involucran aglomeraciones de
público complejas.

2. Infracción urbanística.

3. Contaminación visual.

PARÁGRAFO. Las multas serán consignadas en la cuenta que para el efecto disponga las
administraciones distritales y municipales, y se destinarán a proyectos pedagógicos y de
prevención en materia de seguridad, así como al cumplimiento de aquellas medidas
correctivas impuestas por las autoridades de Policía cuando su materialización deba ser



inmediata, sin perjuicio de las acciones que deban adelantarse contra el infractor, para el
cobro de la misma. En todo caso, mínimo el sesenta por ciento (60%) del Fondo deberá ser
destinado a la cultura ciudadana, pedagogía y prevención en materia de seguridad.

Cuando los Uniformados de la Policía Nacional tengan conocimiento de la ocurrencia de un
comportamiento, que admita la imposición de multa general, impondrán orden de
comparendo al infractor, evidenciando el hecho.

Es deber de toda persona natural o jurídica, sin perjuicio de su condición económica y social,
pagar las multas, salvo que cumpla la medida a través de la participación en programa
comunitario o actividad pedagógica de convivencia, de ser aplicable. A la persona que pague
la multa durante los cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, se le
disminuirá el valor de la multa en un cincuenta (50%) por ciento, lo cual constituye un
descuento por pronto pago.

A cambio del pago de la Multa General tipo 1 y 2 la persona podrá, dentro de un plazo
máximo de cinco (5) días hábiles siguientes a la expedición del comparendo, solicitar a la
autoridad de Policía que se conmute la multa por la participación en programa comunitario o
actividad pedagógica de convivencia.

Si la persona no está de acuerdo con la aplicación de la multa señalada en la orden de
comparendo o con el cumplimiento de la medida de participación en programa comunitario o
actividad pedagógica de convivencia, cuando este aplique, podrá presentarse dentro de los
tres (3) días hábiles siguientes ante la autoridad competente, para objetar la medida mediante
el procedimiento establecido en este Código.

Una vez liquidadas y comunicadas, si las multas no fueren pagadas dentro del mes siguiente,
el funcionario competente deberá reportar la existencia de la deuda al Boletín de
Responsables Fiscales de la Contraloría General de la República y así mismo deberá reportar
el pago de la deuda.

La administración distrital o municipal podrá reglamentar la imposición de la medida
correctiva de participación en programa pedagógico para los comportamientos contrarios a la
convivencia que admitan multa tipo 1 y 2, en reemplazo de la multa.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Durante el primer año de vigencia de la presente ley, las
personas a las que se les imponga una Multa General tipo 3 o 4 podrán obtener un descuento
adicional al previsto por el pronto pago de la multa, en un porcentaje del veinticinco por
ciento (25%) de su valor total, siempre y cuando soliciten a la autoridad de Policía
competente que se les permita participar en programa o actividad pedagógica de convivencia,
dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del comparendo.

ARTÍCULO 181. MULTA ESPECIAL. Las multas especiales se clasifican en tres tipos:

1. Comportamientos de los organizadores de actividades que involucren aglomeraciones de
público complejas. Sin perjuicio de la acción penal y civil contractual y extracontractual, que se
derive del incumplimiento a que haya lugar, se aplicará la medida de multa a los organizadores
de actividades que involucren aglomeraciones de público complejas que incumplan lo dispuesto
en este Código, en el Capítulo IV de la Ley 1493 de 2011, para el caso de espectáculos públicos
de las artes escénicas, y/o en las condiciones previstas en el acto administrativo de autorización



del evento, de la siguiente manera dependiendo del aforo:

a) Entre cien (100) y ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando
el aforo sea de hasta trescientas (300) personas;

b) Entre ciento cincuenta y uno (151) y doscientos cincuenta (250) salarios mínimos legales
mensuales vigentes cuando el aforo sea de entre trescientas una (301) y seiscientas (600)
personas;

c) Entre doscientos cincuenta y uno (251) y trescientos cincuenta (350) salarios mínimos legales
mensuales vigentes cuando el aforo sea entre seiscientas una (601) y cinco mil personas;

d) Entre quinientos (500) y ochocientos (800) salarios mínimos legales mensuales vigentes
cuando el aforo sea superior a cinco mil (5.000) personas.

2. Infracción urbanística. A quien incurra en cualquiera de las infracciones urbanísticas señaladas
en el Libro II del presente Código o en las disposiciones normativas vigentes, se le impondrá
además de otras medidas correctivas que sean aplicables y las sanciones de tipo penal a que haya
lugar, multa por metro cuadrado de construcción bajo cubierta, de área de suelo afectado o
urbanizado o de intervención sobre el suelo, según la gravedad del comportamiento, de
conformidad con el estrato en que se encuentre ubicado el inmueble, así:

a) Estratos 1 y 2: de cinco (5) a doce (12) salarios mínimos legales mensuales vigentes;

b) Estratos 3 y 4: de ocho (8) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes;

c) Estratos 5 y 6: de quince (15) a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Cuando la infracción urbanística se realice en bienes de uso público o en suelo de protección
ambiental, la multa se aumentará desde un 25% hasta en un 100%.

Tratándose de infracción por usos, cuando la actividad desarrollada es comercial o industrial del
nivel de más alto impacto, según las normas urbanísticas del municipio o distrito, la multa se
incrementará en un 25%.

En ningún caso, la multa podrá superar los doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales
vigentes y el valor del total de las multas impuestas y liquidadas, no podrá ser superior al valor
catastral del inmueble.

Para la adopción de decisión sobre infracciones urbanísticas, se seguirá el procedimiento
establecido en el presente Código.

La medida de multa por comportamientos contrarios a la integridad urbanística no se impondrá a
través de comparendo. El personal uniformado de la Policía Nacional pondrá en conocimiento de
estos comportamientos mediante informe al inspector de Policía.

3. Contaminación visual: multa por un valor de uno y medio (11/2) a cuarenta (40) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, atendiendo a la gravedad de la falta y al número de metros
cuadrados ocupados indebidamente.

La multa se impondrá al responsable de contrariar la normatividad vigente en la materia.

En caso de no poder ubicar al propietario de la publicidad exterior visual, la multa podrá



aplicarse al anunciante o a los dueños, arrendatarios o usuarios del inmueble que permitan la
colocación de dicha publicidad.

ARTÍCULO 182. CONSECUENCIAS POR MORA EN EL PAGO DE MULTAS. El no
pago de la multa dentro del primer mes dará lugar al cobro de intereses equivalentes al interés
moratorio tributario vigente. Así mismo se reportará el Registro Nacional de Medidas
Correctivas, el cual será consultado por las entidades públicas, de conformidad con las normas
vigentes.

Si transcurridos noventa días desde la imposición de la multa sin que esta hubiera sido pagada se
procederá al cobro coactivo, incluyendo sus intereses por mora y costos del cobro coactivo.

ARTÍCULO 183. CONSECUENCIAS POR EL NO PAGO DE MULTAS. Si transcurridos
seis meses desde la fecha de imposición de la multa, esta no ha sido pagada con sus debidos
intereses, hasta tanto no se ponga al día, la persona no podrá:

1. Obtener o renovar permiso de tenencia o porte de armas.

2. Ser nombrado o ascendido en cargo público.

3. Ingresar a las escuelas de formación de la Fuerza Pública.

4. Contratar o renovar contrato con cualquier entidad del Estado.

5. Obtener o renovar el registro mercantil en las cámaras de comercio.

Las autoridades responsables de adelantar los trámites establecidos en el presente artículo
deberán verificar que la persona que solicita el trámite se encuentra al día en el pago de las
multas establecidas en el presente Código. Los servidores públicos que omitan esta verificación
incurrirán en falta grave y a los que no ostenten esta calidad se les aplicará la multa tipo 4.

PARÁGRAFO. El cobro coactivo de que trata la presente ley se regulará por lo dispuesto en el
artículo 100, numeral 2 de la Ley 1437 de 2011.

ARTÍCULO 184. REGISTRO NACIONAL DE MEDIDAS CORRECTIVAS. La Policía
Nacional llevará un registro nacional de medidas correctivas que incluirá la identificación de la
persona, el tipo de comportamiento contrario a la convivencia, el tipo de medida correctiva y el
estado de pago de la multa o cumplimiento de la medida correctiva.

La Registraduría Nacional del Estado Civil facilitará a las autoridades de Policía el acceso a sus
bases de datos para la identificación e individualización de las personas vinculadas a procesos de
Policía por comportamientos que afecten la convivencia.

PARÁGRAFO. Solo las personas que sean registradas en dicha base de datos tienen derecho a
conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido en ella, en los términos
contemplados en la ley.

ARTÍCULO 185. ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA PARA EL COBRO DE
DINEROS POR CONCEPTO DE MULTAS. Las administraciones distritales y municipales
dispondrán de la estructura administrativa para el cobro y recaudo de dineros que por concepto



de multas se causen.

PARÁGRAFO. En caso de que el responsable del comportamiento contrario a la convivencia
susceptible de multa, sea menor de dieciocho (18) años, la multa deberá ser pagada por quien
detente la custodia o patria potestad.

ARTÍCULO 186. CONSTRUCCIÓN, CERRAMIENTO, REPARACIÓN O
MANTENIMIENTO DE INMUEBLE. Es la orden de Policía de mantener, reparar, construir,
cerrar o reconstruir un inmueble en mal estado o que amenace ruina, con el fin de regresarlo a su
estado original o para que no implique riesgo a sus moradores y transeúntes. Esta orden puede
aplicarse a cualquier clase de inmueble. Se incluye en esta medida el mantenimiento y
cerramiento de predios sin desarrollo o construcción.

ARTÍCULO 187. REMOCIÓN DE BIENES. Es la orden dada a una persona para que
remueva de manera definitiva bienes muebles de su propiedad, bajo su posesión, tenencia o bajo
su responsabilidad cuando contraríen las normas de convivencia.

ARTÍCULO 188. REPARACIÓN DE DAÑOS MATERIALES POR PERTURBACIÓN A
LA POSESIÓN Y TENENCIA DE INMUEBLES O MUEBLES. Es la orden de Policía por
medio de la cual se exige a una persona, reparar un daño material causado en un bien inmueble o
mueble, sin perjuicio de los procedimientos y las acciones civiles a las que haya lugar.

Quien sea objeto de esta medida deberá probar su cumplimiento a la autoridad que la ordenó.

ARTÍCULO 189. RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO DE SERVIDUMBRE Y
REPARACIÓN DE DAÑOS MATERIALES. Consiste en permitir en el predio sirviente, el uso
de la servidumbre señalada en escritura pública a que tiene derecho y si se causaron daños
naturales repararlos a su costa.

ARTÍCULO 190. RESTITUCIÓN Y PROTECCIÓN DE BIENES INMUEBLES. Consiste
en devolver la posesión o tenencia a quien tiene el legítimo derecho sobre los bienes inmuebles
de particulares, baldíos, fiscales, de uso público, área protegida y de especial importancia
ecológica¸ bienes de empresas destinados a servicios públicos cuando hayan sido ocupadas o
perturbadas por vías de hecho.

ARTÍCULO 191. INUTILIZACIÓN DE BIENES. Consiste en la inhabilitación total de los
bienes empleados para actividades ilícitas que atenten contra los recursos naturales, o ingresen,
permanezcan, operen, en áreas protegidas y de especial importancia ecológica.

<Inciso INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-286-17
de 3 de mayo de 2017, Magistrada Ponente Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado.



Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1801 de 2016:

<INCISO 2> Lo anterior no implica que el infractor, propietario, tenedor o poseedor, impute
cualquier responsabilidad patrimonial por acción o por omisión al Estado o a sus agentes.

Para la aplicación de esta medida se documentará la actuación policial y después de la
inutilización, se informará a las autoridades competentes.

ARTÍCULO 192. DESTRUCCIÓN DE BIEN. Consiste en destruir por motivos de interés
general un bien mueble cuando implique un riesgo o amenaza a la convivencia o al ambiente, o
sea utilizado de manera ilegal con perjuicio a terceros. El personal uniformado de la Policía
Nacional, definirá si la destrucción de bien deberá ser inmediata, en el sitio o si debe ser llevado
a un lugar especial para tal fin.

Para la aplicación de esta medida se documentará la actuación policial y después de la
destrucción, se informará a las autoridades competentes.

ARTÍCULO 193. SUSPENSIÓN DE CONSTRUCCIÓN O DEMOLICIÓN. Consiste en el
sellamiento y la suspensión de los trabajos de construcción o demolición de obra, iniciada sin
licencia previa, o adelantada con violación de las condiciones de la licencia. La medida será
efectiva hasta cuando se supere la razón que dio origen a la misma.

ARTÍCULO 194. DEMOLICIÓN DE OBRA. Consiste en la destrucción de edificación
desarrollada con violación de las normas urbanísticas, ambientales o de ordenamiento territorial,
o cuando la edificación amenaza ruina, para facilitar la evacuación de personas, para superar o
evitar incendios, o para prevenir una emergencia o calamidad pública.

ARTÍCULO 195. SUSPENSIÓN DE ACTIVIDAD QUE INVOLUCRE AGLOMERACIÓN
DE PÚBLICO COMPLEJA. Consiste en impedir el inicio o desarrollo de un evento público o
privado por parte de la autoridad que haya expedido el permiso, mediante resolución motivada,
por el incumplimiento de lo dispuesto en el Título VI del Libro Segundo de este Código, en el
Capítulo IV de la Ley 1493 de 2011, para el caso de espectáculos públicos de las artes escénicas,
y/o en las condiciones previstas en el acto administrativo de autorización del evento, o cuando el
recinto o lugar donde vaya a realizarse no cumpla con los requisitos exigidos por las normas
existentes o exista un riesgo inminente.

PARÁGRAFO 1o. La suspensión de actividades que involucran aglomeraciones de público
complejas se hará a solicitud motivada de la autoridad de Policía. Recibida la solicitud de
suspensión por parte de la autoridad de Policía, la autoridad competente suspenderá
preventivamente la realización de la actividad que involucre aglomeraciones de público
complejas, hasta tanto las condiciones que generaron dicha solicitud sean subsanadas o
desaparezcan.

PARÁGRAFO 2o. Independientemente de la suspensión de la actividad, la autoridad competente
podrá imponer las multas de que trata el numeral 1 del artículo 180 del presente Código.



ARTÍCULO 196. SUSPENSIÓN TEMPORAL DE ACTIVIDAD. Es el cese por un término
de entre tres (3) a diez (10) días proporcional a la gravedad de la infracción, de una actividad
económica o sin ánimo de lucro, o que siendo privada ofrezca servicios al público a la que está
dedicada una persona natural o jurídica. El desacato de tal orden o la reiteración en el
comportamiento contrario a la convivencia, dará lugar a un cierre de tres (3) meses, en caso de
posterior reincidencia en un mismo año se impondrá la suspensión definitiva sin perjuicio de las
acciones penales que correspondan.

PARÁGRAFO. La medida se mantendrá, aun en los casos de cambio de nomenclatura, razón
social o de responsable de la actividad o cuando se traslada la actividad a lugar distinto en la
misma edificación o en inmueble colindante. Si se prueba que el cambio de razón social, de
responsable o de lugar, es para evadir la medida correctiva se impondrá suspensión definitiva.

ARTÍCULO 197. SUSPENSIÓN DEFINITIVA DE ACTIVIDAD. Es el cese definitivo de
una actividad económica, formal o informal, con o sin ánimo de lucro, o que siendo privada
ofrezca servicios al público a la que está dedicada una persona natural o jurídica; comprende la
suspensión definitiva de la autorización o permiso dado a la persona o al establecimiento
respectivo, para el desarrollo de la actividad.

PARÁGRAFO. La medida se mantendrá, aun en los casos de cambio de nomenclatura, razón
social o de responsable de la actividad o cuando se traslada la actividad a lugar distinto en la
misma edificación o en inmueble colindante. Si se prueba que el cambio de razón social, de
responsable o de lugar es para evadir la medida correctiva, se impondrá además la máxima
multa.

TÍTULO II.

AUTORIDADES DE POLICÍA Y COMPETENCIAS.

CAPÍTULO I.

AUTORIDADES DE POLICÍA.

ARTÍCULO 198. AUTORIDADES DE POLICÍA. Corresponde a las autoridades de Policía
el conocimiento y la solución de los conflictos de convivencia ciudadana.

Son autoridades de Policía:

1. El Presidente de la República.

2. Los gobernadores.

3. Los Alcaldes Distritales o Municipales.

4. Los inspectores de Policía y los corregidores.

5. Las autoridades especiales de Policía en salud, seguridad, ambiente, minería, ordenamiento
territorial, protección al patrimonio cultural, planeación, vivienda y espacio público y las demás
que determinen la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

6. Los comandantes de estación, subestación y de centro de atención inmediata de Policía y



demás personal uniformado de la Policía Nacional.

PARÁGRAFO 1o. El Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Antropología e Historia,
el Archivo General de la Nación y las entidades territoriales en lo de su competencia, están
investidos de funciones policivas especiales para la imposición y ejecución de las medidas
correctivas establecidas en esta la ley. Cuando se presenten casos de afectación de Bienes de
Interés Cultural se regirán exclusivamente en lo de su competencia para la imposición y
ejecución de medidas correctivas por las disposiciones establecidas en la Ley 397 de 1997
modificada por la Ley 1185 de 2008.

PARÁGRAFO 2o. Cuando las autoridades de Policía conozcan de un caso de afectación a
Bienes de Interés Cultural impondrán las medidas correctivas respectivas encaminadas a detener
la afectación al Bien de Interés Cultural y remitirán el caso a la autoridad cultural competente
para que tome las acciones necesarias. En caso de encontrarse involucrado un bien arqueológico
la remisión se deberá realizar al Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH),
quien será el encargado de imponer las medidas correspondientes.

ARTÍCULO 199. ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE. Corresponde al Presidente de la
República:

1. Dirigir y coordinar a las autoridades de Policía y la asistencia de la fuerza pública para
garantizar la convivencia en todo el territorio nacional.

2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades públicas,
y los deberes, de acuerdo a la Constitución y la ley.

3. Tomar las medidas que considere necesarias para garantizar la convivencia en el territorio
nacional, en el marco de la Constitución, la ley y este Código.

4. Impartir instrucciones a los alcaldes y gobernadores para preservar y restablecer la
convivencia.

ARTÍCULO 200. COMPETENCIA DEL GOBERNADOR. El gobernador es la primera
autoridad de Policía del departamento y le corresponde garantizar la convivencia y seguridad en
su territorio.

ARTÍCULO 201. ATRIBUCIONES DEL GOBERNADOR. Corresponde al gobernador:

1. Dirigir y coordinar a las autoridades de Policía en el departamento.

2. Desempeñar la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades
públicas, así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la Constitución, la ley y
las ordenanzas.

3. Dirigir y coordinar en el departamento, la asistencia de la fuerza pública en los casos
permitidos en la Constitución y la ley.

4. Conocer de aquellos asuntos de su competencia establecidos en este Código y de aquellos que
la Constitución, la ley u ordenanza le señalen.



5. Ejecutar las instrucciones del Presidente de la República en relación con el mantenimiento y
restablecimiento de la convivencia.

6. Elaborar e implementar el Plan Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana, dentro de los
seis (6) meses del primer año de Gobierno, en el marco de las políticas que para tal efecto
establezca el Gobierno nacional, y del plan de desarrollo territorial.

ARTÍCULO 202. COMPETENCIA EXTRAORDINARIA DE POLICÍA DE LOS
GOBERNADORES Y LOS ALCALDES, ANTE SITUACIONES DE EMERGENCIA Y
CALAMIDAD. Ante situaciones extraordinarias que amenacen o afecten gravemente a la
población y con el propósito de prevenir el riesgo o mitigar los efectos de desastres, epidemias,
calamidades, situaciones de inseguridad y disminuir el impacto de sus posibles consecuencias,
estas autoridades en su respectivo territorio, podrán ordenar las siguientes medidas, con el único
fin de proteger y auxiliar a las personas y evitar perjuicios mayores:

1. Ordenar el inmediato derribo, desocupación o sellamiento de inmuebles, sin perjuicio del
consentimiento del propietario o tenedor.

2. Ordenar la clausura o desocupación de escuelas, colegios o instituciones educativas públicas o
privadas, de cualquier nivel o modalidad educativa, garantizando la entidad territorial un lugar en
el cual se pueden ubicar los niños, niñas y adolescentes y directivos docentes con el propósito de
no afectar la prestación del servicio educativo.

3. Ordenar la construcción de obras o la realización de tareas indispensables para impedir,
disminuir o mitigar los daños ocasionados o que puedan ocasionarse.

4. Ordenar la suspensión de reuniones, aglomeraciones, actividades económicas, sociales,
cívicas, religiosas o políticas, entre otras, sean estas públicas o privadas.

5. Ordenar medidas restrictivas de la movilidad de medios de transporte o personas, en la zona
afectada o de influencia, incluidas las de tránsito por predios privados.

6. Decretar el toque de queda cuando las circunstancias así lo exijan.

7. Restringir o prohibir el expendio y consumo de bebidas alcohólicas.

8. Organizar el aprovisionamiento y distribución de alimentos, medicamentos y otros bienes, y la
prestación de los servicios médicos, clínicos y hospitalarios.

9. Reorganizar la prestación de los servicios públicos.

10. Presentar, ante el concejo distrital o municipal, proyectos de acuerdo en que se definan los
comportamientos particulares de la jurisdicción, que no hayan sido regulados por las leyes u
ordenanzas, con la aplicación de las medidas correctivas y el procedimiento establecidos en la
legislación nacional.

11. Coordinar con las autoridades del nivel nacional la aplicación y financiación de las medidas
adoptadas, y el establecimiento de los puestos de mando unificado.

12. Las demás medidas que consideren necesarias para superar los efectos de la situación de
emergencia, calamidad, situaciones extraordinarias de inseguridad y prevenir una situación aún
más compleja.



ARTÍCULO 203. COMPETENCIA ESPECIAL DEL GOBERNADOR. En caso de actos de
ocupación o perturbación por vías de hecho a la posesión o tenencia de bienes inmuebles de
particulares, fiscales, de uso público, áreas protegidas y de especial importancia ecológica, de
empresas de servicios públicos, de utilidad pública o de interés social, o en actividades
consideradas de actividad pública o de interés social, en que a las autoridades de Policía distrital
o municipal se les dificulte por razones de orden público adelantar un procedimiento policivo o
ejecutar las órdenes de restitución, por solicitud del Alcalde Distrital o Municipal, o de quien
solicita la intervención de la autoridad de Policía, asumirá la competencia el gobernador o su
delegado, para que se proteja o restituya la posesión o tenencia del bien inmueble, o la
interrupción de la perturbación de la actividad de utilidad pública o de interés social. También,
ejecutará la orden de restitución de tierras ordenada por un juez, cuando por razones de orden
público a la autoridad de Policía distrital o municipal se le dificulte materializarla.

De igual manera, cuando el alcalde distrital o municipal, no se pronuncien dentro de los términos
establecidos en las normas que para tal fin expida el Gobierno nacional, a solicitud del
accionante, o de oficio, el Gobernador del Departamento o su delegado asumirá la competencia y
procederá a hacer efectivo sin perjuicio de las investigaciones disciplinarias a que haya lugar,
conforme al Código Disciplinario Único o las normas que lo adicionen, modifiquen o
substituyan.

Cuando el Gobernador del Departamento ante quien se eleva la solicitud, no asuma la
competencia especial en el término establecido en las normas que para tal efecto establezca el
Gobierno nacional, este asumirá la competencia a través de su delegado, y pedirá a la
Procuraduría General de la Nación, las investigaciones disciplinarias pertinentes.

ARTÍCULO 204. ALCALDE DISTRITAL O MUNICIPAL. El alcalde es la primera
autoridad de Policía del Distrito o Municipio. En tal condición, le corresponde garantizar la
convivencia y la seguridad en su jurisdicción.

La Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el Alcalde por
conducto del respectivo comandante.

ARTÍCULO 205. ATRIBUCIONES DEL ALCALDE. Corresponde al alcalde:

1. Dirigir y coordinar las autoridades de Policía en el municipio o distrito.

2. Ejercer la función de Policía para garantizar el ejercicio de los derechos y libertades públicas,
así como el cumplimiento de los deberes de conformidad con la Constitución, la ley y las
ordenanzas.

3. Velar por la aplicación de las normas de Policía en el municipio y por la pronta ejecución de
las órdenes y las medidas correctivas que se impongan.

4. Elaborar e implementar el Plan Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana, dentro de los
seis (6) meses del primer año de Gobierno, en el marco de las políticas que para tal efecto
establezca el Gobierno nacional, y del plan de desarrollo territorial.

5. Crear el Fondo Territorial de Seguridad y Convivencia, de conformidad con las disposiciones



que sobre la materia establezca el Gobierno nacional.

6. Coordinar y articular con todas las autoridades y organizaciones sociales, económicas y
comunitarias, las políticas y las actividades para la convivencia.

7. Resolver los impedimentos y recusaciones de las autoridades de Policía de primera instancia.

8. Resolver el recurso de apelación en el procedimiento verbal abreviado, cuando no exista
autoridad especial de Policía en el municipio o distrito a quien se le haya atribuido, en relación
con las medidas correctivas que aplican los inspectores de Policía rurales y urbanos o
corregidores, en primera instancia.

9. Autorizar, directamente o a través de su delegado, la realización de juegos, rifas y
espectáculos.

10. Suspender, directamente o a través de su delegado, la realización de juegos o rifas,
espectáculos que involucran aglomeraciones de público complejas cuando haya lugar a ello.

11. Imponer la medida de suspensión de actividad que involucre aglomeración de público
compleja.

12. Establecer, con el apoyo del Gobierno nacional, centros especiales o mecanismos de atención
y protección de personas trasladadas o conducidas por el personal uniformado de la Policía y
coordinar y desarrollar programas pedagógicos para la convivencia, de conformidad con los
lineamientos que para tal efecto establezca el Gobierno nacional.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados,  por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-281-17 de abril de 2017de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr.
Aquiles Arrieta Gómez.

13. Tener en la planta de personal de la administración distrital o municipal, los cargos de
inspectores y corregidores de Policía necesarios para la aplicación de este Código.

14. Resolver el recurso de apelación de las decisiones tomadas por las autoridades de Policía, en
primera instancia, cuando procedan, siempre que no sean de competencia de las autoridades
especiales de Policía.

15. Conocer de los asuntos a él atribuidos en este Código y en la ley, las ordenanzas y los
acuerdos.

16. Ejecutar las instrucciones del Presidente de la República en relación con el mantenimiento y
restablecimiento de la convivencia.

17. Conocer en única instancia de los procesos de restitución de playa y terrenos de baja mar.

PARÁGRAFO 1o. En el departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa
Catalina conoce de la apelación, el gobernador o las autoridades administrativas, con
competencias especiales de convivencia, según la materia.



PARÁGRAFO 2o. La Dirección General Marítima coadyuvará a la autoridad local competente
en las medidas administrativas necesarias para la recuperación de playas y terrenos de baja mar.

ARTÍCULO 206. ATRIBUCIONES DE LOS INSPECTORES DE POLICÍA RURALES,
URBANOS Y CORREGIDORES. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas:

1. Conciliar para la solución de conflictos de convivencia, cuando sea procedente.

2. Conocer de los comportamientos contrarios a la convivencia en materia de seguridad,
tranquilidad, ambiente y recursos naturales, derecho de reunión, protección a los bienes y
privacidad, actividad económica, urbanismo, espacio público y libertad de circulación.

3. Ejecutar la orden de restitución, en casos de tierras comunales.

4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los acuerdos.

5. Conocer, en única instancia, de la aplicación de las siguientes medidas correctivas:

a) Reparación de daños materiales de muebles o inmuebles;

b) Expulsión de domicilio;

c) Prohibición de ingreso a actividad que involucra aglomeraciones de público complejas o no
complejas;

d) Decomiso.

6. Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes medidas correctivas:

a) Suspensión de construcción o demolición;

b) Demolición de obra;

c) Construcción, cerramiento, reparación o mantenimiento de inmueble;

d) Reparación de daños materiales por perturbación a la posesión y tenencia de inmuebles;

e) Restitución y protección de bienes inmuebles, diferentes a los descritos en el numeral 17 del
artículo 205;

f) Restablecimiento del derecho de servidumbre y reparación de daños materiales;

g) Remoción de bienes, en las infracciones urbanísticas;

h) Multas;

i) Suspensión definitiva de actividad.

PARÁGRAFO 1o. Los inspectores de Policía no ejercerán funciones ni realizarán diligencias
jurisdiccionales por comisión de los jueces, de acuerdo con las normas especiales sobre la
materia.

PARÁGRAFO 2o. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Policía que el Alcalde
considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función de Policía en el



municipio.

Habrá inspecciones de Policía permanentes durante veinticuatro (24) horas en las ciudades
capitales de departamento, en los distritos, y en los municipios que tengan una población
superior a los cien mil habitantes.

PARÁGRAFO 3o. Para los efectos previstos en los artículos 18 y 19 del Decreto 785 de 2005, la
formación profesional para el desempeño de los cargos de Inspector de Policía Urbano Categoría
Especial, 1ª Categoría y 2ª Categoría, será únicamente la de abogado, y la formación técnica para
el desempeño de los cargos de Inspector de Policía 3ª a 6ª Categoría e Inspector de Policía Rural
requerirá la terminación y aprobación de los estudios de la carrera de derecho.

ARTÍCULO 207. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ESPECIALES DE
POLICÍA. Las autoridades administrativas en salud, seguridad, ambiente, mineras, de
ordenamiento territorial, planeación, vivienda y espacio público y las demás que determinen la
ley, las ordenanzas y los acuerdos, conocerán del recurso de apelación de las decisiones
proferidas por los inspectores o corregidores de Policía, según la materia.

En los municipios donde no existan estas autoridades, conocerá del recurso de apelación el
alcalde municipal.

ARTÍCULO 208. FUNCIÓN CONSULTIVA. La Policía Nacional actuará como cuerpo
consultivo en el marco de los Consejos de Seguridad y Convivencia y en virtud de ello presentará
propuestas encaminadas a mejorar la convivencia y la seguridad y presentará informes generales
o específicos cuando el gobernador o el Alcalde así lo solicite.

ARTÍCULO 209. ATRIBUCIONES DE LOS COMANDANTES DE ESTACIÓN,
SUBESTACIÓN, CENTROS DE ATENCIÓN INMEDIATA DE LA POLICÍA NACIONAL.
<Artículo corregido por el artículo 14 del Decreto 555 de 2017. El nuevo texto es el siguiente:>
Compete a los comandantes de estación, subestación y de Centros de Atención Inmediata de la
Policía Nacional o, sus delegados, conocer:

1. Los comportamientos contrarios a la convivencia.

2. Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes medidas:

a) Amonestación;

b) Remoción de bienes;

c) Inutilización de bienes;

d) Destrucción de bien;

e) Disolución de reunión o actividad que involucra aglomeraciones de público no complejas;

f) Participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia.

3. Conocer en primera instancia la aplicación de la medida de suspensión temporal de la
actividad.



Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 14 del Decreto 555 de 2017, 'por el cual se corrigen unos
yerros en la Ley 1801 de 2016 “por la cual se expide el Código Nacional de Policía y
Convivencia”', publicado en el Diario Oficial No. 50.191 de 30 de marzo de 2017.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1801 de 2016:

ARTÍCULO 209. Compete a los comandantes de estación, subestación y de Centros de
Atención Inmediata de la Policía Nacional o sus delegados, conocer:

1. Los comportamientos contrarios a la convivencia.

2. Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes medidas:

a) Amonestación;

b) Remoción de bienes que obstaculizan el espacio público;

c) Inutilización de bienes;

d) Destrucción de bien;

e) Disolución de reunión o actividad que involucra aglomeraciones de público no complejas;

f) Participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia.

3. Conocer en primera instancia la aplicación de la medida de suspensión temporal de la
actividad.

ARTÍCULO 210. ATRIBUCIONES DEL PERSONAL UNIFORMADO DE LA POLICÍA
NACIONAL. <Artículo corregido por el artículo 15 del Decreto 555 de 2017. El nuevo texto es
el siguiente:> Compete al personal uniformado de la Policía Nacional, conocer:

1. Los comportamientos contrarios a la convivencia.

2. Conocer en primera instancia la aplicación de las siguientes medidas de conformidad con el
proceso verbal inmediato de policía contenido en el presente Código:

a) Amonestación;

b) Participación en Programa Comunitario o Actividad Pedagógica de Convivencia;

c) Remoción de Bienes;

d) Inutilización de Bienes;

e) Destrucción de bien.

PARÁGRAFO 1o. La participación en programa comunitario o actividad pedagógica de
convivencia será organizada y realizada por las alcaldías municipales, distritales o locales, o sus
delegados, de acuerdo con los lineamientos que para tal fin, establezca el Gobierno nacional.



PARÁGRAFO 2o. Contra las medidas previstas en este artículo se concede el recurso de
apelación en el efecto devolutivo que resolverá un inspector de policía.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido por el artículo 15 del Decreto 555 de 2017, 'por el cual se corrigen unos
yerros en la Ley 1801 de 2016 “por la cual se expide el Código Nacional de Policía y
Convivencia”', publicado en el Diario Oficial No. 50.191 de 30 de marzo de 2017.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1801 de 2016:

ARTÍCULO 210. Compete al personal uniformado de la Policía Nacional, conocer:

1. Los comportamientos contrarios a la convivencia.

2. Conocer en primera instancia la aplicación de las siguientes medidas de conformidad con
el proceso verbal inmediato de Policía contenido en el presente Código:

a) Amonestación;

b) Participación en Programa comunitario o Actividad Pedagógica de Convivencia;

c) Remoción de Bienes que Obstaculizan el Espacio Público;

d) Inutilización de bienes;

e) Destrucción de bien.

PARÁGRAFO 1o. La participación en programa comunitario o actividad pedagógica de
convivencia serán organizadas y realizadas por las alcaldías municipales, distritales o locales,
o sus delegados, de acuerdo con los lineamientos que para tal fin, establezca el Gobierno
nacional.

PARÁGRAFO 2. Contra las medidas previstas en este artículo se concede el recurso de
apelación en el efecto devolutivo que resolverá un inspector de Policía.

ARTÍCULO 211. ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO MUNICIPAL O
DISTRITAL. Los personeros municipales o distritales, así como su personal delegado o
autorizado podrá en defensa de los Derechos Humanos o la preservación del orden constitucional
o legal, ejercer actividad de Ministerio Público a la actividad o a los procedimientos de Policía.
Para ello contará con las siguientes atribuciones:

1. Presentar conceptos ante las autoridades de Policía sobre la legalidad o constitucionalidad de
los actos o procedimientos realizados por estas.

2. Solicitar motivadamente la suspensión de actividades o decisiones de las autoridades de
Policía, en defensa de los derechos humanos o del orden constitucional y legal y bajo su estricta
responsabilidad.

3. Asistir o presenciar cualquier actividad de Policía y manifestar su desacuerdo de manera
motivada, así como interponer las acciones constitucionales o legales que corresponda.



4. Realizar actividades de vigilancia especial a los procedimientos policivos, a solicitud de parte
o en defensa de los intereses colectivos.

5. Vigilar la conducta de las autoridades de Policía y poner en conocimiento de la autoridad
competente cualquier conducta que viole el régimen penal o disciplinario.

6. Recibir verbalmente o por escrito las quejas o denuncias que formulen los ciudadanos contra
los abusos, faltas o delitos cometidos por las autoridades de Policía.

7. Las demás que establezcan las autoridades municipales, departamentales, distritales o
nacionales en el ámbito de sus competencias.

PARÁGRAFO. Lo anterior sin perjuicio de la competencia prevalente atribuida
constitucionalmente a la Procuraduría General de la Nación.

ARTÍCULO 212. REITERACIÓN DEL COMPORTAMIENTO Y ESCALONAMIENTO
DE MEDIDAS. El incumplimiento o no acatamiento de una medida correctiva o la reiteración
del comportamiento contrario a la convivencia, dará lugar a las siguientes multas, salvo que de
manera específica se establezca algo distinto en el presente Código:

1. En el caso de los comportamientos que incluyen multa como medida correctiva:

El incumplimiento de las medidas correctivas o la reiteración del comportamiento darán lugar a
la imposición de la multa correspondiente al comportamiento aumentada en un cincuenta por
ciento (50%).

La reiteración del comportamiento dentro del año siguiente a la imposición de la mencionada
multa, dará lugar a la imposición de la multa correspondiente al comportamiento aumentada en
un setenta y cinco por ciento (75%).

2. El incumplimiento de la medida correctiva de participación en programa comunitario o
actividad pedagógica de convivencia, dará lugar a la imposición de Multa General tipo 1.

La reiteración del comportamiento que dio lugar a la imposición de la medida correctiva de
participación en programa comunitario o actividad pedagógica de convivencia, dentro del año
siguiente a la imposición de la mencionada multa, dará lugar a la imposición de Multa General
tipo 1 aumentada en un setenta y cinco por ciento (75%).

PARÁGRAFO. Es factible la aplicación de varias medidas correctivas de manera simultánea.

TÍTULO III.

PROCESO ÚNICO DE POLICÍA.

CAPÍTULO I.

PROCESO ÚNICO DE POLICÍA.

ARTÍCULO 213. PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO. Son principios del procedimiento
único de Policía: la oralidad, la gratuidad, la inmediatez, la oportunidad, la celeridad, la eficacia,
la transparencia y la buena fe.



ARTÍCULO 214. ÁMBITO DE APLICACIÓN. El procedimiento único de Policía rige
exclusivamente para todas las actuaciones adelantadas por las autoridades de Policía, en ejercicio
de su función y actividad.

PARÁGRAFO 1o. Los casos en los que se encuentren involucrados bienes de interés cultural
serán asumidos por la autoridad cultural competente que los haya declarado como tal y en
aquellos en que se involucren bienes arqueológicos serán asumidos por el Instituto Colombiano
de Antropología e Historia, quien será el encargado de imponer las medidas que correspondan de
conformidad con la normatividad vigente, en ambos casos se regirán por la parte primera de la
Ley 1437 de 2011 o la Ley que la modifique o sustituya.

PARÁGRAFO 2o. Las autoridades de Policía pondrán en conocimiento de la Fiscalía General de
la Nación todos los hechos que constituyan conductas tipificadas en el Código Penal, sin
perjuicio de las medidas correctivas a imponer de conformidad con lo dispuesto por el artículo 25
de este Código.

ARTÍCULO 215. ACCIÓN DE POLICÍA. Es el mecanismo que se inicia de oficio por parte
de las autoridades de Policía o a solicitud de cualquier persona para resolver ante la autoridad
competente, un conflicto de convivencia, mediante un procedimiento verbal, sumario y eficaz,
tendiente a garantizarla y conservarla.

ARTÍCULO 216. FACTOR DE COMPETENCIA. La competencia de la autoridad de Policía
para conocer sobre los comportamientos contrarios a la convivencia, se determina por el lugar
donde suceden los hechos.

ARTÍCULO 217. MEDIOS DE PRUEBA. Son medios de prueba del proceso único de
Policía los siguientes:

1. El informe de Policía.

2. Los documentos.

3. El testimonio.

4. La entrevista.

5. La inspección.

6. El peritaje.

7. Los demás medios consagrados en la Ley 1564 de 2012

La práctica de los medios probatorios se ceñirá a los términos y procedimientos establecidos en
el presente Código.

ARTÍCULO 218. DEFINICIÓN DE ORDEN DE COMPARENDO. Entiéndase por esta, la
acción del personal uniformado de la Policía Nacional que consiste en entregar un documento
oficial que contiene orden escrita o virtual para presentarse ante autoridad de Policía o cumplir
medida correctiva.



ARTÍCULO 219. PROCEDIMIENTO PARA LA IMPOSICIÓN DE COMPARENDO.
Cuando el personal uniformado de la Policía tenga conocimiento comprobado de un
comportamiento contrario a la convivencia, podrá expedir orden de comparendo a cualquier
persona.

Sin perjuicio de la aplicación de las medidas correctivas que sean competencia del personal
uniformado de la Policía Nacional, este deberá informar a la autoridad de Policía competente
para la aplicación de las demás medidas correctivas a que hubiere lugar.

PARÁGRAFO 1o. Las medidas correctivas por los comportamientos contrarios a la integridad
urbanística, o a la organización de eventos que involucren aglomeraciones de público, no se
impondrán en orden de comparendo. El personal uniformado de la Policía Nacional pondrá en
conocimiento de la autoridad competente, los comportamientos mencionados mediante informe
escrito.

PARÁGRAFO 2o. Las autoridades de Policía al imponer una medida correctiva, deberán de
oficio suministrar toda la información al infractor, acerca de los recursos que le corresponde y los
términos que tiene para interponerlos.

ARTÍCULO 220. CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA AMBIENTAL Y DE SALUD
PÚBLICA. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> En los procedimientos que se adelanten por
comportamientos que afecten el ambiente, el patrimonio ecológico y la salud pública, se presume
la culpa o el dolo del infractor a quién le corresponde probar que no está incurso en el
comportamiento contrario a la convivencia correspondiente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, salvo el aparte tachado declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-225-17 de 20 de abril de
2017, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Linares Cantillo.

ARTÍCULO 221. CLASES DE ACTUACIONES. Las actuaciones que se tramiten ante las
autoridades de Policía, se regirán por dos clases: la verbal inmediata y la verbal abreviada.

CAPÍTULO II.

PROCESO VERBAL INMEDIATO.

ARTÍCULO 222. TRÁMITE DEL PROCESO VERBAL INMEDIATO. Se tramitarán por el
proceso verbal inmediato los comportamientos contrarios a la convivencia, de competencia del
personal uniformado de la Policía Nacional, los comandantes de estación o subestación de
Policía, y los comandantes del Centro de Atención Inmediata de Policía, en las etapas siguientes:

1. Se podrá iniciar de oficio o a petición de quien tenga interés directo o acuda en defensa de las
normas de convivencia.

2. Una vez identificado el presunto infractor, la autoridad de Policía lo abordará en el sitio donde



ocurran los hechos, si ello fuera posible o, en aquel donde lo encuentren, y le informará que su
acción u omisión configura un comportamiento contrario a la convivencia.

3. El presunto infractor deberá ser oído en descargos.

4. La autoridad de Policía hará una primera ponderación de los hechos y procurará una mediación
policial entre las partes en conflicto. De no lograr la mediación, impondrá la medida correctiva a
través de la orden de Policía.

PARÁGRAFO 1o. En contra de la orden de Policía o la medida correctiva, procederá el recurso
de apelación, el cual se concederá en el efecto devolutivo y se remitirá al Inspector de Policía
dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes. El recurso de apelación se resolverá dentro de los
tres (3) días hábiles siguientes al recibo de la actuación y será notificado por medio más eficaz y
expedito.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-282-17 de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr.
Luis Guillermo Guerrero Pérez.

PARÁGRAFO 2o. En caso de que no se cumpliere la orden de Policía, o que el infractor incurra
en reincidencia, se impondrá una medida correctiva de multa, mediante la aplicación del proceso
verbal abreviado.

PARÁGRAFO 3o. Para la imposición de las medidas correctivas de suspensión temporal de
actividad, inutilización de bienes, destrucción de bien y disolución de reunión o actividad que
involucra aglomeraciones de público no complejas, se deberá levantar acta en la que se
documente el procedimiento señalado en el presente artículo, la cual debe estar suscrita por quien
impone la medida y el infractor.

CAPÍTULO III.

PROCESO VERBAL ABREVIADO.

ARTÍCULO 223. TRÁMITE DEL PROCESO VERBAL ABREVIADO. Se tramitarán por el
proceso verbal abreviado los comportamientos contrarios a la convivencia, de competencia de los
Inspectores de Policía, los Alcaldes y las autoridades especiales de Policía, en las etapas
siguientes:

1. Iniciación de la acción. La acción de Policía puede iniciarse de oficio o a petición de la
persona que tenga interés en la aplicación del régimen de Policía, contra el presunto infractor.
Cuando la autoridad conozca en flagrancia del comportamiento contrario a la convivencia, podrá
iniciar de inmediato la audiencia pública.

2. Citación. Las mencionadas autoridades, a los cinco (5) días siguientes de conocida la querella
o el comportamiento contrario a la convivencia, en caso de que no hubiera sido posible iniciar la
audiencia de manera inmediata, citará a audiencia pública al quejoso y al presunto infractor,
mediante comunicación escrita, correo certificado, medio electrónico, medio de comunicación



del que disponga, o por el medio más expedito o idóneo, donde se señale dicho comportamiento.

3. Audiencia pública. La audiencia pública se realizará en el lugar de los hechos, en el despacho
del inspector o de la autoridad especial de Policía. Esta se surtirá mediante los siguientes pasos:

a) Argumentos. En la audiencia la autoridad competente, otorgará tanto al presunto infractor
como al quejoso un tiempo máximo de veinte (20) minutos para exponer sus argumentos y
pruebas;

b) Invitación a conciliar. La autoridad de Policía invitará al quejoso y al presunto infractor a
resolver sus diferencias, de conformidad con el presente capítulo;

c) Pruebas. Si el presunto infractor o el quejoso solicitan la práctica de pruebas adicionales,
pertinentes y conducentes, y si la autoridad las considera viables o las requiere, las decretará y se
practicarán en un término máximo de cinco (5) días. Igualmente la autoridad podrá decretar de
oficio las pruebas que requiera y dispondrá que se practiquen dentro del mismo término. La
audiencia se reanudará al día siguiente al del vencimiento de la práctica de pruebas. Tratándose
de hechos notorios o de negaciones indefinidas, se podrá prescindir de la práctica de pruebas y la
autoridad de Policía decidirá de plano. Cuando se requieran conocimientos técnicos
especializados, los servidores públicos del sector central y descentralizado del nivel territorial,
darán informes por solicitud de la autoridad de Policía;

d) Decisión. Agotada la etapa probatoria, la autoridad de Policía valorará las pruebas y dictará la
orden de Policía o medida correctiva, si hay lugar a ello, sustentando su decisión con los
respectivos fundamentos normativos y hechos conducentes demostrados. La decisión quedará
notificada en estrados.

4. Recursos. Contra la decisión proferida por la autoridad de Policía proceden los recursos de
reposición y, en subsidio, el de apelación ante el superior jerárquico, los cuales se solicitarán,
concederán y sustentarán dentro de la misma audiencia. El recurso de reposición se resolverá
inmediatamente, y de ser procedente el recurso de apelación, se interpondrá y concederá en el
efecto devolutivo dentro de la audiencia y se remitirá al superior jerárquico dentro de los dos (2)
días siguientes, ante quien se sustentará dentro de los dos (2) días siguientes al recibo del
recurso. El recurso de apelación se resolverá dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de la
actuación.

Para la aplicación de medidas correctivas en asuntos relativos a infracciones urbanísticas, el
recurso de apelación se concederá en el efecto suspensivo.

Los recursos solo procederán contra las decisiones definitivas de las autoridades de Policía.

5. Cumplimiento o ejecución de la orden de Policía o la medida correctiva. Una vez ejecutoriada
la decisión que contenga una orden de Policía o una medida correctiva, esta se cumplirá en un
término máximo de cinco (5) días.

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> Si el presunto infractor no
se presenta a la audiencia sin comprobar la ocurrencia de caso fortuito o fuerza mayor, la
autoridad tendrá por ciertos los hechos que dieron lugar al comportamiento contrario a la
convivencia y entrará a resolver de fondo, con base en las pruebas allegadas y los informes de las
autoridades, salvo que la autoridad de Policía considere indispensable decretar la práctica de una
prueba adicional.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-349-17 de 25 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr. Carlos Bernal
Pulido, 'en el entendido que en caso de inasistencia a la audiencia, el procedimiento se
suspenderá por un término máximo de tres (3) días, dentro de los cuales el presunto infractor
deberá aportar prueba siquiera sumaria de una justa causa de inasistencia, la cual, de resultar
admisible por la autoridad de policía, dará lugar a la programación de una nueva audiencia
que será citada y desarrollada de conformidad con las reglas previstas en el artículo 223 del
Código Nacional de Policía y de Convivencia'.

PARÁGRAFO 2o. Casos en que se requiere inspección al lugar. Cuando la autoridad de Policía
inicia la actuación y decreta inspección al lugar, fijará fecha y hora para la práctica de la
audiencia, y notificará al presunto infractor o perturbador de convivencia y al quejoso
personalmente, y de no ser posible, mediante aviso que se fijará en la puerta de acceso del lugar
de los hechos o parte visible de este, con antelación no menor a veinticuatro (24) horas, de la
fecha y hora de la diligencia.

Para la práctica de la diligencia de inspección, la autoridad de Policía se trasladará al lugar de los
hechos, con un servidor público técnico especializado cuando ello fuere necesario y los hechos
no sean notorios y evidentes; durante la diligencia oirá a las partes máximo por quince (15)
minutos cada una y recibirá y practicará las pruebas que considere conducentes para el
esclarecimiento de los hechos.

El informe técnico especializado se rendirá dentro de la diligencia de inspección ocular.
Excepcionalmente y a juicio del inspector de Policía, podrá suspenderse la diligencia hasta por
un término no mayor de tres (3) días con el objeto de que el servidor público rinda el informe
técnico.

La autoridad de Policía proferirá la decisión dentro de la misma diligencia de inspección, o si ella
hubiere sido suspendida, a la terminación del plazo de suspensión.

PARÁGRAFO 3o. Si el infractor o perturbador no cumple la orden de Policía o la medida
correctiva, la autoridad de Policía competente, por intermedio de la entidad correspondiente,
podrá ejecutarla a costa del obligado, si ello fuere posible. Los costos de la ejecución podrán
cobrarse por la vía de la jurisdicción coactiva.

PARÁGRAFO 4o. El numeral 4 del presente artículo no procederá en los procedimientos de
única instancia.

PARÁGRAFO 5o. El recurso de apelación se resolverá de plano, en los términos establecidos en
el presente artículo.
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